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Las Olvidadas de la Democracia

Introducción

Este Informe Ejecutivo 2024: “Las Olvidadas de la Democracia” presenta
y esquematiza las principales violaciones a los derechos humanos que sufre la
población trans en nuestra región. Basado en la información recopilada a lo
largo del año 2024 por organizaciones trans de base en países como
Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador,
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República
Dominicana y Uruguay, este informe busca visibilizar la violencia, el estigma y
la discriminación que vivimos en cada rincón de América Latina y el Caribe.

Para su elaboración, hemos recopilado denuncias de personas trans
que han sido víctimas de distintos tipos de vulneraciones a sus derechos,
cada una de ellas exponiendo, desde su propia experiencia, la crueldad de un
sistema que las invisibiliza y de Estados que constantemente abandonan y
maltratan a nuestra población. Cada relato encierra una voz que clama por
ser escuchada, por dejar de ser ignorada en una sociedad marcada por
prejuicios y por Estados ausentes.

Este informe es más que una recopilación de datos; es un reclamo
contundente a los Gobiernos de la región para que respondan a la realidad
que enfrentamos todas las personas trans, y un llamado urgente a que
asuman su responsabilidad en la protección de nuestros derechos humanos.

REDLACTRANS

La Red Latinoamericana y del Caribe de Personas Trans (RedLacTrans)
fue creada en 2004 y está compuesta por 23 organizaciones lideradas por
mujeres trans, promoviendo que sean ellas quienes hablen por sí mismas y
representen sus propias realidades. La Red sostiene los principios de inclusión
y participación sin discriminación de ningún tipo, con un énfasis particular en
la equidad de género, el respeto a las etnias, las identidades y expresiones de
género, la edad, el país de origen, y la situación socioeconómica y cultural. En
la actualidad, RedLacTrans trabaja en países como Argentina, Bahamas,
Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador,
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Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República
Dominicana y Uruguay.

Nuestro propósito es hacer efectivo el cumplimiento y ejercicio de los
derechos humanos desde y para nuestra comunidad a través de estrategias
de incidencia política, visibilización, participación y fortalecimiento de
nuestras organizaciones en ámbitos clave como la salud, la educación y la
justicia. Así, nuestra visión apunta hacia una región libre de discriminación y
violencia, donde se respete nuestra identidad de género y se garantice el
acceso a los derechos económicos, sociales, culturales, políticos y
ambientales.

A lo largo de los años, los informes elaborados por RedLacTrans han
visibilizado las repetidas violaciones que enfrenta nuestra población,
contribuyendo a fortalecer la incidencia política de nuestras organizaciones
de base. Entre nuestras acciones destacadas, hemos presentado el Informe
Regional 2016-2017 "Esperando la Muerte" durante el 167° y 169° período de
sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en 2018 en
Bogotá, Colombia, y Denver, Colorado, Estados Unidos. También compartimos
la Guía de Recomendaciones sobre la Atención Integral de la Salud de las
Mujeres Trans en Latinoamérica y el Caribe ante autoridades de salud y
activistas en Guadalajara, México, en enero de 2019, y realizamos reuniones de
incidencia política ante representantes de agencias de las Naciones Unidas
en Ginebra, Suiza, en marzo de 2019.

En 2019, durante la 49° Asamblea General de la Organización de Estados
Americanos (OEA) en Medellín, Colombia, presentamos el Informe Regional
2018 "Basta de Genocidio Trans". Durante la pandemia de COVID-19, publicamos
el informe "Las Vidas Trans en Tiempos de Pandemia", evidenciando las
diversas vulneraciones de derechos sufridas por nuestra población durante el
confinamiento. El informe "Paren de Matarnos" reunió los principales casos de
violaciones de derechos humanos contra personas trans en América Latina y
el Caribe durante los periodos 2019-2020, y el "No Muero, Me Matan", lanzado el
10 de diciembre de 2021, documentó las violaciones de derechos humanos de
las personas trans en la región durante ese año. "Perseguides en democracia"
corresponde al año 2022 y "La deuda de la Democracia" del año 2023.

Centro de Documentación y Situación Trans en Latinoamérica y el
Caribe (CeDoSTALC)
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En América Latina y el Caribe, la falta de conocimiento y datos precisos
sobre la situación social de la población trans es alarmante. En 2015, la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) recomendó la
recolección sistemática de información estadística sobre la violencia contra
personas LGBT en la región. Las escasas estadísticas existentes señalan que
una de las formas más extremas de estigma y discriminación hacia las
personas trans es la violencia social e institucional. Si bien la violencia afecta
a toda la población, las personas trans la sufren de manera
desproporcionada debido a los crímenes de odio y la impunidad que suele
rodearlos. Además, el estigma y la discriminación aumentan aún más para
aquellas personas trans que viven con VIH-SIDA, lo cual constituye una
barrera crítica para acceder a servicios de tratamiento y apoyo.

En respuesta a esta situación, RedLacTrans puso en marcha el Centro
de Documentación y Situación Trans de América Latina y el Caribe
(CeDoSTALC), un sistema comunitario que recopila información directa a
partir de denuncias sobre violaciones y vulneraciones de derechos humanos
sufridas por la población trans en la región. CeDoSTALC es un mecanismo
esencial para monitorear, documentar y brindar respuesta a las barreras que
impiden el acceso pleno a los derechos humanos de la comunidad trans. Su
funcionamiento se basa en una plataforma virtual de recolección de casos
que permite la circulación y centralización de la información desde las
Organizaciones Trans de Base Nacional (OTBN) hacia la Secretaría Regional
de RedLacTrans.

Para implementar CeDoSTALC, RedLacTrans llevó a cabo talleres de
capacitación que permitieron a mujeres trans asumir roles de
documentadoras en sus propios territorios, una estrategia clave que
garantiza la efectividad del proceso de documentación gracias a la cercanía
de las documentadoras con su comunidad.

Metodología para el Relevamiento de Casos

Este informe es el resultado del arduo trabajo de los activistas de
RedLacTrans, quienes documentan diariamente las violaciones de derechos
humanos que enfrenta la población trans en la región. Su propósito es
visibilizar estas vulneraciones como ejemplo de la realidad en América Latina
y el Caribe. Fruto de este trabajo se han elaborado numerosos informes,
incluyendo los siguientes:
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● Esperando la muerte (2016-2017)
● Basta de genocidio trans (2018)
● Paren de matarnos (2019-2020)
● Las vidas trans en tiempos de pandemia (2020)
● No muero, ¡me matan! (2021)
● Perseguides en Democracia: indocumentades, excluides y marginades

por los Gobiernos (2022)
● La deuda de la Democracia (2023)

Estos informes representan una herramienta fundamental para
contextualizar la violencia y el estigma que afectan históricamente a la
población trans en la región. Al sistematizar estos datos, RedLacTrans busca
suplir la evidente falta de información pública sobre la situación de las
personas trans, una necesidad urgente dado que, en muchos casos, los
Estados no solo no responden a esta carencia, sino que incluso la promueven.
La participación de organizaciones transfeministas en estas investigaciones
es esencial para estructurar la información de manera sistemática, ayudando
también a futuras investigaciones.

Aunque los datos recopilados son reales y concretos, no capturan
exhaustivamente todas las violaciones de derechos humanos que sufren
diariamente las personas trans en América Latina y el Caribe. Esta limitación
responde a múltiples factores, como el alto nivel de vulneración de derechos,
la invisibilización por parte de la sociedad y del Estado, las restricciones en el
acceso a la justicia y la desconfianza de la población afectada hacia las
instituciones estatales.

Como se explicó en la metodología aplicada en la elaboración de los
informes de 2016-2017 y 2018, todos los reportes son fruto de un trabajo
comunitario entre las Coordinadoras Nacionales. En abril de 2017, durante el
Taller Regional de Buenos Aires, las Coordinadoras Nacionales de RedLacTrans
establecieron los criterios específicos para las sub-regiones (Cono Sur, Andina
y Centroamérica) para llevar a cabo el relevamiento, documentación y
sistematización de casos. Además, en esta instancia se revisó y validó una
herramienta de recolección de casos de vulneración de derechos, la cual fue
implementada por todas las Organizaciones Trans de Base Nacional.

Inicialmente, RedLacTrans desarrolló un software diseñado
específicamente para las necesidades de la población trans. Sin embargo,
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este software sufrió problemas de seguridad a fines de 2018 y fue dado de baja
por la compañía creadora. En respuesta, la Secretaría Regional de
RedLacTrans priorizó la creación de una plataforma propia, la cual opera
regularmente desde mayo de 2019.

En mayo de 2017, RedLacTrans organizó un taller de capacitación en San
Salvador, El Salvador, en el que promotoras de derechos humanos de toda
América Latina se entrenaron en la recolección y carga de casos al sistema
virtual. Este taller marcó el inicio de un proceso de documentación
estandarizado en toda la región, asegurando que cada país siguiera los
mismos criterios.

Dos meses después, se inició la documentación de casos en 17 países
bajo una modalidad piloto. Activistas de cada Organización Trans de Base
Nacional comenzaron a relevar los casos de vulneración de derechos
humanos a los que tenían acceso en sus respectivos territorios. Las OTBN
poseen un conocimiento profundo de las realidades locales, y muchas de sus
activistas trans, además de vivir en los territorios, también son directamente
afectadas por las vulneraciones que documentan. Esto permite un enfoque de
“primera mano” en la recolección de datos.

El trabajo de registro fue coordinado y supervisado desde la Secretaría
Regional, ubicada en Buenos Aires, Argentina. Durante los primeros meses,
como parte del monitoreo del proyecto, se celebraron dos talleres
subregionales de incidencia política en Quito (septiembre de 2017) y en Ciudad
de México (octubre de 2017) para identificar obstáculos y lecciones aprendidas.

Los insumos recopilados por cada OTBN fueron la base para elaborar
informes regionales como Esperando la muerte, Basta de genocidio trans,
Paren de matarnos y No Muero Me Matan, cubriendo los períodos 2016-2017,
2018, 2019-2020 y 2021, respectivamente. Este informe no solo ofrece un análisis
de las vulneraciones a los derechos humanos de las personas trans en la
región, sino que también emite recomendaciones a los Estados de las
Américas, instándolos a tomar las medidas necesarias para garantizar el goce
efectivo de los derechos humanos de las personas trans, derechos que
históricamente les han sido negados.

Estado de situación y vulneraciones a los derechos humanos de
las personas trans en Latinoamérica y el Caribe (2024)
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El año 2024 no ha sido una excepción a los abusos contra los derechos
humanos y los crímenes de odio hacia las personas trans en toda la región.
Este informe se centra en el análisis y la evidencia de la situación, evaluada a
partir de los testimonios recopilados de los documentales trans. De esta
manera, es posible extrapolar violaciones a la legislación vigente e
incumplimiento de convenios internacionales, lo cual sigue generando
pobreza, exclusión social, violencia institucional, delitos sociales y migración
forzada.

Situación socioeconómica y laboral
Durante el año 2024, el 78% de la población trans alcanzada por este

estudio ejerció el trabajo sexual como única vía de sobrevivencia, en contextos
hostiles de persecución, hostigamiento y violencia institucional. A su vez, casi
el 47% de la población trans alcanzada se desempeñó, a su vez, en ámbitos
laborales informales, en trabajos esporádicos o simplemente estuvo
desempleada; todo lo cual refleja la continua situación de pobreza y exclusión
social que enfrentan las personas trans en la región.

Violencia y discriminación
Respecto al tipo de violencia sufrida, el informe revela que el 52% de la

población trans fue víctima de discriminación, intimidación, amenazas y
acoso, mientras que el 48% fue víctima de las modalidades más crueles de
violencia, tales como asesinato, secuestro, golpiza o agresión física, abuso
sexual y detenciones ilegales.
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Responsables de las violaciones
En cuanto a los autores de las violaciones a los derechos humanos, el

27% de las agresiones fueron cometidas por funcionarios públicos, efectores
de salud, del sistema educativo y fuerzas armadas.

Impunidad y falta de acción política
La impunidad y la falta de voluntad política para cesar la violencia que

sufren las personas trans han convertido a los gobiernos en cómplices de las
muertes y abusos contra los derechos humanos, siendo responsables de la
perpetuación de la violencia en toda la región.

Violaciones a los derechos humanos de las personas trans en
Latinoamérica y el Caribe durante el año 2024

A. Violaciones al derecho a la identidad
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En toda la región, solo un 16% de los países cuenta con una Ley de
Identidad de Género que permita a las personas trans acceder al derecho a la
identidad, lo que es considerado como la puerta de acceso a todos los demás
derechos humanos. La falta de reconocimiento legal de la identidad trans
sigue siendo el primer eslabón de la barrera histórica y estructural que impide
a las personas trans acceder y ejercer derechos fundamentales. Para cumplir
con los Objetivos de la Agenda 2030, es urgente que los gobiernos discutan y
sancionen leyes y normativas inclusivas, donde el eje principal sea frenar la
desigualdad actual. Aprobar una ley no será suficiente para poner fin a la
violencia y la discriminación de la que somos víctimas las personas trans, pero
sí es un precedente que las agencias gubernamentales y las organizaciones
civiles deben generar para avanzar hacia la inclusión. Aunque se han logrado
algunos avances, como la Ley de Identidad de Género de Argentina, un logro
de la OBTN y las organizaciones civiles, la implementación de leyes inclusivas
sigue siendo insuficiente en muchos países.

La Ley de Identidad de Género de Argentina, sancionada en 2012, es un
avance significativo en la identificación de las personas trans, siendo una de
las más progresistas del mundo. Además, desde la RedLacTrans se ha incidido
en la implementación de la Opinión Consultiva OC-24/7 de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, que recomienda a los Estados
miembros modificar sus leyes para permitir que las personas trans puedan
modificar el registro de su identidad según su manifiesto.

Durante la pandemia de COVID-19, la violencia institucional hacia las
personas trans se magnificó debido a la falta de documentos que
representaran su identidad. Como se ha documentado en informes anteriores,
como "Las vidas trans en tiempos de pandemia", una de las principales
medidas adoptadas por los gobiernos fue la discriminación por género, que
segregaba a las personas en días distintos para su circulación según su
género masculino o femenino. Esta medida exacerbó la brutalidad policial
hacia las personas trans y las identidades de género no binarias, que se
vieron obligadas a salir a la vía pública para conseguir alimentos o asistir a
otras personas. La falta de reconocimiento legal de la identidad trans sigue
siendo un factor alarmante, especialmente frente al recrudecimiento de la
violencia institucional. Es necesario continuar con la presión para que los
Estados de la región se comprometan a garantizar los derechos
fundamentales de las personas trans, implementando leyes inclusivas y
respetando las recomendaciones internacionales que promuevan la igualdad
y el respeto por la identidad de género.
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B. Articulación con la sociedad civil, un aspecto clave para el
desarrollo

La historia del movimiento trans en Latinoamérica y el Caribe se
remonta a más de cinco décadas, y en muchos casos, las organizaciones
lideradas por personas trans tienen más de 30 años de formación e incidencia
en sus territorios. Este dato es clave, ya que durante la crisis sanitaria de
COVID-19, los gobiernos de la región diseñaron e implementaron estrategias
para mitigar los daños de la pandemia, pero en muchos casos, no
consideraron a las personas trans ni a otras poblaciones vulnerables en sus
respuestas.

De acuerdo con una consulta realizada a organizaciones trans de
países como Argentina, Bahamas, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador,
El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay,
Perú, República Dominicana y Uruguay, más del 65% de los gobiernos de la
región no convocan a las organizaciones trans en los espacios de debate y
toma de decisiones. Esta situación pone en evidencia la falta de
sensibilización de los funcionarios y responsables de servicios basados en
derechos humanos sobre las problemáticas y características de la población
trans en cada país.

La crisis que afecta a la población trans en América Latina y el Caribe
se agrava por la falta de voluntad política de los Estados y el incumplimiento
de los derechos humanos. En este contexto, las organizaciones de la sociedad
civil siguen siendo una respuesta esencial para el diseño de políticas públicas
y programas nacionales que garanticen el cumplimiento de los derechos
humanos de las personas trans en toda la región.

C. Violaciones al derecho a la vida y a la integridad física

En Latinoamérica y el Caribe, las personas trans mueren tanto por la
acción como por la omisión de los Estados. Según la información
proporcionada por organizaciones de base nacional, podemos identificar las
principales vulneraciones a los derechos humanos que sufrimos las personas
trans durante el año 2024.

Este informe permite observar patrones que se repiten en toda la región
y que configuran los tipos de violaciones más frecuentes a los derechos de las
personas trans, tales como discriminación, transfemicidios, golpizas,
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desapariciones, hostigamiento, abuso sexual, entre otros. Estos casos no son
hechos aislados, sino que representan un tejido social, estructural e histórico
de violencia y discriminación. El estudio realizado por RedLacTrans en 2014
indicó que la expectativa de vida de las personas trans en la región no
superaba los 40 años. Sin embargo, esta cifra no ha mejorado, y en 2024 la
expectativa de vida de las personas trans sigue siendo inferior a los 35 años.

Este promedio es el resultado de dos factores principales: primero, la
mortalidad causada por la falta de leyes de identidad de género en muchos
países de la región y la falta de programas de salud integral efectivos y de
calidad; y segundo, los crímenes de odio, producto de la violencia
institucional.

Principales tipos de vulneraciones y violaciones a los derechos
humanos de las personas trans en 2024:

● Discriminación: 41% a nivel regional
● Transfemicidios
● Golpizas y agresiones físicas
● Desapariciones forzadas
● Hostigamiento y abuso sexual
● Violencia institucional y crímenes de odio

Gracias a la implementación en 2015 de la plataforma CeDoSTALC en las
OTBN, se ha logrado un impacto positivo en las denuncias realizadas por las
víctimas. Países como Bolivia reportan que la totalidad de las denuncias
presentadas a través de la OTBN también fueron formalmente denunciadas
ante las autoridades judiciales correspondientes. Este resultado forma parte
de una estrategia de incidencia política, en la que, mediante la asesoría
jurídica, se busca visibilizar las violencias sufridas por las personas trans ante
organismos públicos. De esta manera, las OTBN han adoptado esta buena
práctica, brindando acompañamiento legal y apoyo a las víctimas que se
comunican con las organizaciones locales, logrando acompañar casi a la
totalidad de las víctimas en la denuncia formal.

No obstante, sigue siendo evidente que las organizaciones de la
sociedad civil carecen de los recursos y del apoyo necesario para llegar a
toda la población trans en nuestros países. A pesar de los avances logrados,
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la falta de recursos limita la capacidad de proporcionar información y
asistencia a toda la población trans.

Durante 2024, las documentadoras trans participaron en reuniones
virtuales junto a la Secretaría Regional, donde se socializaron herramientas
para la recolección de datos y se hicieron consultas sobre los aspectos más
relevantes de los distintos indicadores. En cuanto al acceso a la justicia, las
documentadoras coincidieron en que las víctimas no presentan denuncias
debido a:

● Temor a ser objeto de burlas o discriminación en las dependencias
policiales;

● Temor a represalias o violencia adicional;
● Falta de información sobre los canales disponibles para realizar

denuncias;
● Haber sufrido acoso o hostigamiento previamente al intentar hacer una

denuncia;
● Las denuncias presentadas o las de compañeras son "olvidadas", sin

seguimiento ni condena para los agresores.

Al analizar los datos aportados por las organizaciones trans de base
nacional sobre el acceso a la justicia, observamos un alarmante nivel de
vulneración de derechos. Esto no solo muestra la falta de acceso a la justicia
para las personas trans, sino que también revela que los Estados carecen de
mecanismos efectivos para garantizar que las poblaciones clave puedan
acceder a la justicia de manera adecuada y justa.

E. Violaciones al derecho a la salud

El acceso a la salud integral para las personas trans sigue siendo uno
de los aspectos con mayores déficits por parte de los Estados en la región
(Basta de genocidio Trans, 2018). Las vulneraciones en este ámbito son
cometidas tanto por los trabajadores de la salud como por la falta de
programas estatales específicos que mitiguen los daños en la salud de la
población trans.

La crisis sanitaria generada por la pandemia evidenció de manera aún
más urgente la necesidad de abordar las problemáticas que enfrentamos las
personas trans para garantizar el acceso al derecho a la salud integral. En
este contexto, surge la pregunta: ¿qué ocurre con las camas hospitalarias
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destinadas a las personas trans? Y, aún más crítico, ¿qué sucede con las
personas trans adultas mayores?

Las personas trans enfrentan riesgos de salud graves, especialmente en
enfermedades como neumonía y tuberculosis, que no están incluidas en los
protocolos de prevención y atención en los servicios de salud estatales.

Además, las personas trans mayores de 40 años, muchas de ellas
sobrevivientes de violencia y otras vulneraciones, hoy no cuentan con los
recursos necesarios para acceder a los servicios de salud, ni pueden
postularse a programas de asistencia sanitaria. Esto se debe a la falta de
obra social o pensión jubilatoria, lo que las deja sin respuesta ante esta crisis
global y las pone en una situación aún más crítica.

Según los datos proporcionados por las OTBN, de cada diez
vulneraciones o violaciones de los derechos humanos de las personas trans,
una es cometida por personal de servicios de salud. Este dato subraya la
exclusión de las personas trans no solo en sus ámbitos privados, sino también
en la vida pública, intensificando el estigma y la discriminación. Es importante
recordar que estos registros son solo una parte de la realidad que enfrentan
las personas trans en la región y una evidencia clara de los relatos
compartidos por cada documentadora trans en los informes nacionales de
CeDoSTALC.

F. Violaciones al derecho a la educación

En América Latina y el Caribe, el derecho a la educación está
garantizado por las leyes nacionales de cada país, muchas de las cuales están
reflejadas en sus constituciones y en los compromisos internacionales
asumidos por los Estados. Sin embargo, para las personas trans, la educación
sigue siendo un derecho vulnerado, y esta falta de garantías en cuanto al
acceso y permanencia genera consecuencias a lo largo de la vida.

En 2024, se realizaron investigaciones sobre el nivel educativo
alcanzado por las personas trans que fueron víctimas de vulneraciones a sus
derechos humanos, registradas en el periodo 2022 en CeDoSTALC. Este
análisis refleja la urgente necesidad de que los Estados adopten estrategias
para eliminar las barreras que impiden el acceso y la permanencia de las
personas trans en el sistema educativo de cada país. La exclusión sistemática
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del sistema educativo formal afecta el desarrollo personal y profesional de las
personas trans, con repercusiones directas en la sociedad.

En Uruguay, el 23% no completó la educación primaria; en República
Dominicana, el 30%; en El Salvador, el 38%; y en Panamá, el 41%. Esto indica que
un 55% de las personas trans de la región fueron expulsadas del sistema
educativo en la etapa primaria. La deserción también es significativa en la
educación secundaria incompleta, con un 36% en Honduras y Guatemala, un
72% en Argentina y un 57,5% en Costa Rica. A nivel regional, alrededor del 43%
de las personas trans no completaron la educación secundaria.

El porcentaje de personas trans que nunca asistieron a la escuela es
alarmante, con un 4% en Ecuador, un 7% en El Salvador y un 15% en México.
Este fenómeno está relacionado con los niveles de discriminación y violencia
que comienzan cuando las personas trans comienzan a expresar su identidad
de género, lo que se refleja en los casos de bullying y violencia no solo por
parte de los compañeros, sino también del cuerpo docente y directivo.

G. Violaciones al derecho al trabajo

Como se ha señalado en el informe No muero me matan, todos los
países de Centro y Suramérica han derogado las leyes que penalizaban las
relaciones entre personas del mismo sexo. Sin embargo, en varios países
persisten legislaciones que de alguna manera criminalizan a las personas
trans por su identidad o expresión de género, situación que se agrava
especialmente para las trabajadoras sexuales trans en la región.

Actualmente, solo dos países han promovido regulaciones inclusivas
para las personas trans en el ámbito laboral:

● Uruguay: A través de la Ley Trans N° 19684 de 2018, establece políticas
públicas reparatorias que promueven el acceso al empleo formal para
personas trans, especialmente para aquellas nacidas antes de 1975 que
hayan sufrido violencia.

● Argentina: El DNU 721/2020 y la Ley N° 27636 de 2021, que promueven el
acceso al empleo formal para personas trans, si bien constituyen
avances, no son suficientes, ya que no abarcan a toda la población
trans, especialmente a las mujeres trans mayores de 45 años. Es
necesario contar con una Ley Integral Trans que garantice una
verdadera integración social y laboral.
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A pesar de estos avances, la discriminación estructural y la falta de
políticas efectivas siguen siendo barreras significativas para la inclusión de
las personas trans en el mercado laboral. La CIDH resalta que la
discriminación laboral por identidad y expresión de género es una de las
principales causas que perpetúan el ciclo de pobreza en las personas trans.
De acuerdo con los datos obtenidos, la principal ocupación de las personas
trans sigue siendo el trabajo sexual, con un 78% de las personas trans en
países como Uruguay, Perú, Paraguay, Costa Rica y Argentina trabajando en
esta actividad.

Conclusión

Los datos recopilados y las observaciones realizadas evidencian una
situación alarmante de vulneración de los derechos humanos de las personas
trans en América Latina y el Caribe, reflejada en diversos ámbitos como la
salud, la educación y el trabajo. En particular, las personas trans enfrentan
una exclusión estructural que comienza en sus primeros años de vida y
persiste a lo largo de su desarrollo, impidiéndoles acceder a una educación
digna y a un empleo formal, lo que agrava aún más su situación de
marginalización social y económica.

El hecho de que el personal de servicios de salud sea responsable de un
porcentaje significativo de las violaciones a los derechos de las personas
trans demuestra la extensión del estigma y la discriminación, no solo en la
vida privada, sino también en la esfera pública y en instituciones
fundamentales como la salud. Asimismo, la falta de acceso y permanencia en
el sistema educativo refleja una exclusión temprana que afecta tanto el
desarrollo personal como profesional de las personas trans, perpetuando la
desigualdad en su acceso a la movilidad social y a una vida plena.

El mercado laboral sigue siendo otro terreno de grave discriminación, donde
las personas trans, en su mayoría, no solo enfrentan barreras estructurales
para acceder al empleo formal, sino que, debido a la exclusión social, se ven
empujadas hacia trabajos informales, como el trabajo sexual, que conllevan
un alto riesgo de violencia y estigmatización.

Es urgente que los Estados de la región implementen políticas públicas
inclusivas y efectivas que no solo permitan el acceso de las personas trans a
estos derechos, sino que también eliminen las barreras estructurales que
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perpetúan su vulnerabilidad. La creación de leyes integrales trans, como las
mencionadas en algunos países, es un paso importante, pero aún es
necesario un enfoque más amplio y coordinado que aborde todas las
dimensiones de la vida de las personas trans, garantizando su plena inclusión
en todos los ámbitos de la sociedad.

Recomendaciones a los Estados de Latinoamérica y el Caribe

Las siguientes recomendaciones tienen como fundamento las reiteradas
violaciones a los derechos humanos que sufren las personas trans en la
región. Son una recopilación de las propuestas realizadas por las
Organizaciones de Personas Trans de la región (OTBN) en sus informes
nacionales y que, desde la RedLacTrans, exigimos a los Gobiernos, Agencias y
tomadores de decisión en Latinoamérica y el Caribe:

● Aprobación urgente de leyes de Identidad de Género: Es fundamental
avanzar en el debate y sanción de leyes que reconozcan la identidad de
género en todos los países de la región. Basándonos en los consensos
internacionales y tomando como referencia la Ley N° 26743 de
Argentina, exigimos que se aprueben leyes que permitan el acceso a la
identidad de las personas trans mediante la modificación de nombre y
sexo registral en documentos oficiales, sin la necesidad de prácticas
evaluatorias patologizantes. Este proceso debe ser gratuito y
administrativo.

● Promoción de la Ley Integral Trans: Es necesario impulsar la creación de
políticas públicas que garanticen el acceso integral y universal a la
salud física y mental, a una educación laica, al empleo formal, a la
reparación histórica y a la vivienda para las personas trans.

● Modificación de legislaciones restrictivas: Acompañar la promoción,
sanción o modificación de leyes que sean contrarias o restrictivas de los
derechos humanos, tomando como referencia la Opinión Consultiva
OC-24/17 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre
Matrimonio Igualitario e Identidad de Género.

● Fortalecimiento del diálogo entre el Estado y las OSC: Es esencial
construir canales de comunicación entre las dependencias del Estado y
las organizaciones de la sociedad civil lideradas por personas trans. La
elaboración de leyes que afecten directamente a la población trans
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debe contar con la participación activa de estas organizaciones, que
han trabajado históricamente en la defensa de los derechos humanos.

● Cooperación internacional en la creación de leyes: La participación de
agencias de cooperación internacional, como las Agencias de Naciones
Unidas o de la OEA, es crucial para la creación de políticas públicas
acordes con los estándares internacionales de derechos humanos.

● Sensibilización de las fuerzas de seguridad: Promover programas de
sensibilización para el personal de las fuerzas de seguridad y crear
comisarías con perspectiva de género y derechos humanos. Estas
deben incluir a las personas trans en las iniciativas sobre la
erradicación de la violencia de género, y garantizar la investigación y
sanción de quienes participen en actos ilegales, como detenciones
arbitrarias.

● Acceso a la justicia para las personas trans: Implementar mecanismos
que garanticen el acceso a la justicia para las personas trans, con
especial énfasis en casos de transfemicidios. Debe existir un proceso
judicial adecuado para garantizar investigaciones y sanciones justas.

● Campañas públicas y sensibilización social: Crear y promover
campañas públicas institucionales para sensibilizar a la población en
general sobre la violencia y los crímenes sociales hacia las personas
trans.

● Acceso a salud integral, pública y de calidad: Garantizar que las
personas trans tengan acceso a servicios de salud de calidad, que
respeten la identidad autopercibida en todos los servicios, e incluir
tratamientos hormonales y cirugías dentro de las prestaciones de salud.

● Acceso a una educación laica y de calidad: Crear programas para la
reinserción escolar de las personas trans, respetando su identidad
autopercibida y los derechos humanos. Implementar programas de
educación sexual integral según los estándares internacionales, que
impacten en el acceso a la información y el ejercicio de los derechos
sexuales y reproductivos.

● Formación de personal docente y auxiliar: Incluir contenidos de
sensibilización sobre la diversidad de género en los programas de
formación continua del personal educativo, con el fin de erradicar la
discriminación y el acoso escolar.

● Fomento del acceso laboral para las personas trans: Aumentar el
acceso laboral formal para las personas trans, mediante programas y
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prácticas formativas que fomenten la igualdad de oportunidades. Esto
debe ir acompañado de sensibilización a los empleadores y al personal
de recursos humanos sobre los derechos humanos de las personas
trans en el ámbito laboral.

● Relevamiento y creación de datos oficiales: Realizar un relevamiento de
información y la creación de datos oficiales sobre la situación de las
personas trans en relación con su acceso a derechos económicos,
sociales, políticos, culturales y ambientales.
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